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TRIBUNAL ESTATAL DE 

JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 0844/2018-3

PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

AYUNTAMIENTO DE HUEHUETLÁN, S.L.P.
MAGISTRADO:

LICENCIADO DIEGO AMARO GONZÁLEZ
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA MARÍA ESPERANZA AGUAYO
CASTILLO
San Luis Potosí, S.L.P., a veintiuno de noviembre de dos mil diecinueve.
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso Administrativo número 0844/2018-3, promovido por ********** contra actos del Ayuntamiento de Huehuetlán, S.L.P.; y,
R E S U L T A N D O
UNICO.- Mediante acuerdo de veinticinco de enero de mil diecinueve, previo cumplimiento de requerimiento formulado por auto de veinticinco de octubre de dos mil dieciocho, se tuvo a **********por promoviendo Juicio Contencioso Administrativo en contra del Ayuntamiento de Huehuetlán, S.L.P.; por la nulidad de: “La orden de separación de mi cargo y que se constituye como un despido injustificado y separación de mi puesto como ********** y del que fui objeto por parte del Presidente Municipal del H. AYUNTAMIENTO CONSTITUCIONAL DE HUEHUETLÁN, S.L.P. en ejercicio de sus funciones de 1 de Octubre de 2018 al 30 de septiembre de 2021 representado por el C. JOSÉ ANTONIO OLIVARES MORALES autor directo del acto reclamado, de que fui objeto el día **********...”; quien manifiesta que tuvo conocimiento de tal acto el treinta de septiembre de dos mil dieciocho; en el propio auto, se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas, para que contestaran dentro del término legal lo que a su interés conviniera. Mediante proveído de veinticuatro de abril de dos mil diecinueve, se tuvo a la autoridad demandada por contestando la demanda, por lo que se ordenó correr traslado al actor con la copia de su escrito de contestación para que manifestara lo que a su derecho correspondía; se proveyó sobre la admisión de las pruebas de las partes, y se requirió al actor para que exhibiera las documentales probatorias de la inscripción al IMSS e INFONAVIT, y aportaciones al SAR que ofreció como prueba, con el apercibimiento de que en caso de no exhibirlas, se desecharían las referidas probanzas. Por proveído de diecinueve de julio de dos mil diecinueve se desecharon las pruebas en mención, en virtud de que el actor no cumplió con el requerimiento citado, y se señaló fecha y hora para el desahogo de la audiencia final. La cual se llevó a cabo el veintiséis de agosto de dos mil diecinueve, sin asistencia de las partes, el Secretario de Acuerdos hizo relación de las constancias de autos; en etapa de pruebas, se tuvieron por desahogadas las documentales ofrecidas por las partes, dada su propia naturaleza; en período de alegatos, se certificó que no fueron formulados por ninguna de las partes, y se citó para resolver en definitiva.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción XVIII, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII y Quinto Transitorio de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; en relación con los arábigos 117 y 130 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado; y en el caso de este expediente, le compete conocer y resolver porque deriva de la baja o separación del servicio que desempeñaba el demandante en la Dirección de Seguridad Pública y Tránsito Municipal de Huehuetlán, S.L.P., donde se ejerce jurisdicción.
Competencia que además, fue reconocida en la Tesis de Jurisprudencia 23/96, aprobada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión privada de veinticuatro de mayo de mil novecientos noventa y seis: Novena Época, Registro: 200587, Instancia: Segunda Sala, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, III, Junio de 1996, Materia(s): Constitucional, Administrativa, Laboral, Tesis: 2a./J. 23/96, Página: 244; que establece:
“COMPETENCIA PARA CONOCER DE LOS CONFLICTOS DERIVADOS DE LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE LOS POLICÍAS. CORRESPONDE AL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. (ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ). De lo dispuesto por las fracciones XIII, del apartado B, del artículo 123 y V, del 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se desprende que la naturaleza del vínculo jurídico existente entre los agentes de seguridad pública y el Estado, es de naturaleza administrativa y no laboral. Asimismo, el Estatuto Jurídico de los Trabajadores al Servicio de las Autoridades de San Luis Potosí, tampoco reconoce como laboral el vínculo que une a los agentes de seguridad pública con el Estado. Por ello, resulta competente para conocer de los litigios que se generen con motivo de la prestación del servicio, el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, tal como lo dispone el artículo 2 de la Ley de Justicia Administrativa de dicha entidad federativa, que faculta a este órgano para conocer de las controversias de naturaleza administrativa entre las autoridades del Estado y los gobernados, sin dejar de tomar en consideración que las prestaciones demandadas no son sino una consecuencia de la acción de nulidad promovida en contra de la orden de baja del actor. Este criterio se ve fortalecido por diversas tesis aisladas y de jurisprudencia, dentro de las que destacan las tesis jurisprudenciales números 24/1995 del Tribunal Pleno y 77/95 de la Segunda Sala, publicadas en el Tomo II del Semanario Judicial de la Federación (Novena Época), la primera en el mes de septiembre de mil novecientos noventa y cinco, página cuarenta y tres, y la segunda en el mes de diciembre siguiente, página doscientos noventa, y aunque se refiere a los policías en el Estado de México, guardan analogía con lo que acontece en San Luis Potosí y no viene sino a fortalecer el carácter administrativo de la relación que sostienen los agentes de seguridad pública con el propio Estado….”

SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la personalidad y legitimación de los comparecientes a este juicio.

La parte actora, compareció por derecho propio; acreditando su interés jurídico, en términos del artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con el nombramiento expedido a su favor como **********Municipal del Ayuntamiento de Huehuetlán, S.L.P., de fecha ********** signado por la entonces Presidenta Municipal Constitucional de Huehuetlán, S.L.P., visible en foja 16 de este sumario. 
De igual forma, la personalidad y legitimidad de la autoridad demandada se encuentra acreditada en autos; pues compareció por conducto del Síndico Municipal, quien exhibió copia certificada del Periódico Oficial del Estado de fecha 30 de septiembre de 2018, que contiene la Declaración de validez de la elección de los 58 ayuntamientos comprendidos en el Estado de San Luis Potosí, que estarán en ejercicio del 1º de octubre de 2018 al 30 de septiembre de 2021, que obra en fojas 61 a 79 de los autos.
Las documentales anteriores adquieren valor probatorio pleno de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de documentos públicos expedidos por servidores públicos, en el desempeño de sus funciones.
TERCERO.- La litis planteada en este juicio, es la legalidad o ilegalidad  de la orden de separación del cargo y/o despido injustificado del puesto que desempeñaba el actor como ********** del Ayuntamiento de Huehuetlán, S.L.P., del que dice fue objeto por parte del Presidente Municipal del citado Ayuntamiento, el C. JOSÉ ANTONIO OLIVARES MORALES, el día ********** 
CUARTO.- Previo al examen de los conceptos de impugnación, esta Sala Unitaria analiza las causales de improcedencia y sobreseimiento, sea que las partes lo aleguen o no, en razón de que el estudio de las mismas es de orden público y preferente a las cuestiones de fondo de la contienda planteada, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos, 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado; habida cuenta que, la improcedencia y sobreseimiento del juicio, se traduce en la imposibilidad jurídica de que este órgano jurisdiccional estudie y decida sobre el fondo de la controversia. 

Es aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, Registro 221332, Localización: Octava Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, VIII, Noviembre de 1991, Página: 185, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa, que dice: 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia..- Amparo directo 734/91. Compañía Operadora de Teatros, S. A. 22 de agosto de 1991. Mayoría de votos. Ponente: Hilario Bárcenas Chávez. Engrose a cargo del magistrado: David Delgadillo Guerrero. Disidente: Hilario Bárcenas Chávez. Secretaria: Silvia Gutiérrez Toro.”

En esa tesitura, se advierte que la demandada en su escrito de contestación, hizo valer la causal de sobreseimiento establecida en el artículo 229 fracción V del Código Procesal Administrativo para el Estado, relativa a la inexistencia del acto impugnado; sin embargo, los razonamientos en los cuales se sustenta involucran cuestiones inherentes a la resolución de la litis, que constituyen o son materia del fondo del asunto, por lo que sus argumentos deben desestimarse.
Sirve de apoyo el criterio contenido en la tesis de jurisprudencia que aunque se refiere al juicio de amparo, es aplicable al caso por analogía, visible en la Tesis con No. Registro: 187,973, Jurisprudencia Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5; que a la letra dice: 

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse.”.- 

De igual manera, previamente se deben examinar los incidentes planteados, que no sean de previo y especial pronunciamiento, para ser resueltos en la propia sentencia definitiva, de acuerdo a lo ordenado por el artículo 116 segundo párrafo del Código Procesal Administrativo en consulta.

Esta Sala Unitaria, advierte que no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que deba estudiar de oficio, ni incidentes planteados, por tanto, se procede al estudio de fondo de la controversia.

QUINTO.- La parte actora hizo valer los conceptos de impugnación que se advierten en fojas 8 y 9 de este sumario, argumentos que no se trascriben y se tienen por reproducidos como si se insertaren a la letra para que surtan los efectos legales que correspondan. 

Resulta aplicable por analogía, la Tesis de Jurisprudencia  de la Novena Época, Registro: 164618, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Mayo de 2010, Materia(s): Común, Tesis: 2a./J. 58/2010, Página: 830, que dice:  
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEXTO.- Esta Sala Unitaria procede al estudio y resolución de fondo de los Conceptos de Impugnación que hace valer la parte actora, considerando para ello que el escrito de demanda constituye un todo y su análisis no sólo debe atender a su apartado de conceptos de anulación, sino a cualquier parte del mismo donde se advierta la exposición de motivos esenciales de la causa de pedir, con la finalidad de resolver la pretensión efectivamente planteada; pues el hecho de que las sentencias de este Tribunal se funden en derecho y resuelvan sobre la pretensión del actor que se deduzca de su demanda, implica el estudio de ésta en su integridad y no en razón de uno de sus componentes.
En esa tesitura, se advierte que los conceptos de impugnación están contenidos en los apartados de Pretensión de la parte actora, Antecedentes de los actos que se impugnan, y Conceptos de Impugnación, por lo que se analizan en forma vinculada por estar relacionados entre sí, en cuanto a las violaciones que aluden, asimismo se examinan en concatenación con las diversas constancias y probanzas que fueron ofrecidas y que obran en autos de este procedimiento.

Apoya lo antes dicho, por analogía, la Tesis Jurisprudencial del Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, Época: Décima Época, Registro: 2011406, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Publicación: viernes 08 de abril de 2016 10:08 h, Materia(s): (Común), Tesis: (IV Región) 2o. J/5 (10a.). 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PROCEDE SU ANÁLISIS DE MANERA INDIVIDUAL, CONJUNTA O POR GRUPOS Y EN EL ORDEN PROPUESTO O EN UNO DIVERSO.- El artículo 76 de la Ley de Amparo, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 2 de abril de 2013, en vigor al día siguiente, previene que el órgano jurisdiccional que conozca del amparo podrá examinar en su conjunto los conceptos de violación o los agravios, así como los demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, empero, no impone la obligación a dicho órgano de seguir el orden propuesto por el quejoso o recurrente, sino que la única condición que establece el referido precepto es que no se cambien los hechos de la demanda. Por tanto, el estudio correspondiente puede hacerse de manera individual, conjunta o por grupos, en el propio orden de su exposición o en uno diverso. ...”

Así como la jurisprudencia emitida por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, visible en la tesis con Registro: 166683, Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXX, Agosto de 2009, Materia(s): Administrativa, Tesis: I.7o.A.J/46, Página 1342, que dice: 
“DEMANDA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. SU EXAMEN NO SÓLO DEBE ATENDER A SU APARTADO DE CONCEPTOS DE ANULACIÓN, SINO A CUALQUIER PARTE DE ELLA DONDE SE ADVIERTA LA EXPOSICIÓN DE MOTIVOS ESENCIALES DE LA CAUSA DE PEDIR. Conforme al artículo 237 del Código Fiscal de la Federación, vigente hasta el 31 de diciembre de 2005 (correlativo del precepto 50 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo), las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa deben resolver la pretensión efectivamente planteada en la demanda, pudiendo invocar hechos notorios e, incluso, examinar, entre otras cosas, los agravios, causales de ilegalidad y demás razonamientos de las partes. Consecuentemente, la citada demanda constituye un todo y su análisis no sólo debe atender a su apartado de conceptos de anulación, sino a cualquier parte de ella donde se advierta la exposición de motivos esenciales de la causa de pedir, con la finalidad de resolver la pretensión efectivamente planteada, pues el hecho de que las sentencias del referido tribunal se funden en derecho y resuelvan sobre la pretensión del actor que se deduzca de su demanda, implica el estudio de ésta en su integridad y no en razón de uno de sus componentes...”
Pretensión, Antecedentes y Conceptos de Impugnación que en forma medular señalan:

“VI.- PRETENSIÓN DE LA PARTE ACTORA:”
“1.- La NULIDAD del acto... despido injustificado que se ejecutó en mi contra al darme la orden de separación de mi puesto...sin haberme otorgado la indemnización constitucional a que tengo derecho como trabajador en términos de lo dispuesto en el artículo 123, apartado B, de la Constitución Política...y en su caso las leyes administrativas correspondientes...” “
“VI.- ANTECEDENTES DE LOS ACTOS QUE SE IMPUGNAN:”

“A partir del ********** llegué a ocupar el cargo de ********** DEL MUNICIPIO DE HUEHUETLÁN, S.L.P..., el ********** a las 11:30 pm me citó el C. JOSÉ ANTONIO OLIVARES MORALES en la presidencia municipal en cuestión y ahí me dijo que estaba rescindido de mi nombramiento en el cargo que realizara la entrega... sin otorgarme ningún pago por liquidación... El policía debe gozar de todas las garantías laborales que otorga la Constitución como la Ley Federal del Trabajo, y ser considerados empleados públicos, con todas las prerrogativas y derechos, entre ellas seguridad en su empleo...
“VIII.- CONCEPTOS DE IMPUGNACIÓN DEL PRESENTE:”

“...las garantías contenidas en los artículos 14, 16 y 17 de Nuestra Carta Magna y 123 apartado A y B pues las mismas se apartan de los principios de legalidad y seguridad jurídicas, así como violación al justo y debido proceso... carecen de la forma jurídica establecida como la fundamentación y motivación de las resoluciones que se combaten.
De lo anterior se advierte que el actor se duele de un cese verbal o terminación injustificada del servicio que desempeñaba como ********** del Ayuntamiento de Huehuetlán, S.L.P., y reclama la nulidad de dicho acto, así como el pago de la indemnización constitucional y demás prestaciones a las que considera tener derecho, porque dice fue objeto de un cese o terminación del servicio, sin que se haya seguido un procedimiento, pues señala violaciones a los principios de legalidad, seguridad jurídica y debido proceso. 

Ello es así, pues refiere que el cargo que desempeñaba para la autoridad demandada era el de ********** del Municipio de Huehuetlán, S.L.P.; y en relación al supuesto despido injustificado de que se duele, señaló que el día ********** a las 11:30 p.m., el C. JOSÉ ANTONIO OLIVARES MORALES Presidente Municipal del Ayuntamiento Constitucional de Huehuetlán, S.L.P., en ejercicio de sus funciones del 1º primero de octubre de 2018 dos mil dieciocho al 30 treinta de septiembre de 2021 dos mil veintiuno, lo citó en la Presidencia Municipal, y ahí le dijo que estaba rescindido de su nombramiento en el cargo, y que realizara la entrega material de las instalaciones de la policía; también aduce que a él le aplica el artículo 123 apartado B, de la Constitución Federal; que por ser Policía, debe gozar de todas las garantías laborales que otorga la Constitución y ser considerado empleado púbico con todas las prerrogativas y derechos, entre ellos seguridad en su empleo; que en caso de que no proceda su restitución en el cargo, considera que son procedentes las prestaciones que reclama; y que no se respetaron los principios de legalidad, seguridad jurídica y debido proceso a que tiene derecho.
Para acreditar sus manifestaciones, el actor aportó las siguientes pruebas Documentales: 
Nombramiento de fecha ********** en el que se designó al actor como ********** del Ayuntamiento de Huehuetlán, S.L.P., por la entonces Presidenta Municipal Constitucional de Huehuetlán, S.L.P., para el periodo administrativo 2015-2018. 

Credencial que lo acredita como como ********** del Ayuntamiento de Huehuetlán, S.L.P., periodo 2015-2018, con vigencia al ********** signado por el actor y la Presidenta Municipal Constitucional del referido Ayuntamiento.
Documentos visibles en fojas 16 y 17 del sumario, con valor probatorio pleno de conformidad con lo dispuesto en los artículos artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, que no benefician al actor, pues de ellas no se desprende la existencia del despido o separación injustificada en forma verbal de que se duele y que dice ocurrió el 30 de septiembre de 2018, siendo que lo que estas pruebas acreditan, es el cargo que desempeñó el actor como ********** del Ayuntamiento de Huehuetlán, S.L.P., en el periodo comprendido del ********** al **********
Por su parte, la autoridad demandada al producir su contestación de demanda, negó la supuesta separación o despido verbal del actor, señalando que es falso y se niega que el día ********** el C. José Antonio Olivares Morales, haya realizado acto alguno con el carácter de Presidente Municipal de Huehuetlán, S.L.P., pues en esa fecha todavía no ocupaba el referido cargo público, siendo que a partir de las 12:00 horas del 1º de octubre de 2018, rindió protesta del cargo de referencia y asumió las funciones inherentes al mismo; que el día que el actor aduce ocurrió el despido injustificado de que se duele, la Titular de la Presidencia Municipal, era la C. Carolina Ramírez Villegas; y que por ello resulta falso que el ahora Presidente Municipal de Huehuetlán, S.L.P., en ejercicio de sus funciones del 1º de octubre de 2018 al 30 treinta de septiembre de 2021, haya realizado el acto de despido injustificado que le atribuye el accionante.
Para demostrar su defensa, la autoridad demandada ofreció las siguientes pruebas:

Documental Pública consistente en copia certificada de la Edición Extraordinaria del Período Oficial del Estado, publicada el 30 de septiembre de 2015, que contiene la Declaración de validez de la elección de los 58 Ayuntamientos comprendidos en el Estado de San Luis Potosí, que estarán en ejercicio del 1º de octubre de 2015 al 30 de septiembre de 2018; documental de la que se advierte que en el citado periodo, la Presidenta Municipal de Huehuetlán, S.L.P., en funciones, era Carolina Ramírez Villegas.
Documental Pública consistente en copia certificada de la Edición Extraordinaria del Período Oficial del Estado, publicada el 30 de septiembre de 2018, que contiene la Declaración de validez de la elección de los 58 Ayuntamientos comprendidos en el Estado de San Luis Potosí, que estarán en ejercicio del 1º de octubre de 2018 al 30 de septiembre de 2021; documental que acredita que José Antonio Olivares Morales, funge como Presidente  Municipal de Huehuetlán, S.L.P., a partir del 1º de octubre de 2018.
Documental Pública consistente en copia certificada del Acta correspondiente a la Sesión Solemne del Cabildo de Huehuetlán, S.L.P., celebrada a las 12:00 horas del día 01 de octubre del año 2018, de la que se desprende que en esa fecha y hora, José Antonio Olivares Morales, rindió Protesta como Presidente Municipal y asumió las funciones inherentes al citado cargo.

Documentales visibles en fojas 32 a 84 del sumario, con valor probatorio pleno, de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, mismas que benefician a la parte demandada, para demostrar que el ********** la Presidenta Municipal de Huehuetlán, S.L.P. en funciones, era Carolina Ramírez Villegas, y que José Antonio Olivares Morales, a quien el actor atribuye el despido, ocupó el cargo de Presidente Municipal del citado municipio a partir del 1º primero de octubre de 2018 dos mil dieciocho; en consecuencia, desvirtúa el despido de que se duele el actor y que atribuye al referido Presidente Municipal. 
Sentado lo anterior, este Sala Unitaria determina que el actor no acreditó la separación del cargo y/o despido injustificado del Servicio como ********** del Ayuntamiento de Huehuetlán, S.L.P. de que se duele, y que dice le fue comunicado de manera verbal el día ********** por el Presidente Municipal del Ayuntamiento Constitucional de Huehuetlán, S.L.P., en ejercicio de sus funciones del 1º primero de octubre de 2018 dos mil dieciocho al 30 treinta de septiembre de 2021 dos mil veintiuno.
SÉPTIMO.- A mayor abundamiento, se destaca, que el artículo 123 apartado B fracción XIII de la Constitución Federal, establece que los miembros de las instituciones policiales, se regirán por sus propias leyes, siendo entonces la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, reglamentaria del artículo 21 Constitucional, la que aplica al caso que nos ocupa, misma que en los artículos 11 fracción IV, 19 y 120 fracción I establece que los titulares de las corporaciones de seguridad pública y tránsito municipales son Autoridades para efectos de la Ley; que los mismos, en conjunto con el Secretario del Ayuntamiento, tienen las facultades que les confieren sus ordenamientos legales y serán los encargados de ejecutar las disposiciones que en uso de sus facultades dicten los ayuntamientos a través del Presidente Municipal; así como que, les corresponde ser Presidente de la Comisión de Honor y Justicia; preceptos legales que se transcriben a continuación:
“ARTICULO 11. Son autoridades municipales en materia de seguridad pública: (…) 

IV. Los titulares de las corporaciones de seguridad pública y tránsito municipales, en los términos de los reglamentos municipales en la materia.”

“ARTICULO 19. El secretario del ayuntamiento, y los titulares de las instituciones de seguridad pública municipal, tendrán las atribuciones que señalen los ordenamientos legales aplicables; y serán los encargados de ejecutar las disposiciones que en uso de sus facultades dicten los ayuntamientos, a través de su presidente municipal, en acatamiento a esta Ley.”

“ARTICULO 120. Todas las instituciones de seguridad pública contarán con una Comisión, y para garantizar su imparcialidad se integrarán, cuando menos, con los siguientes miembros:

I. Un Presidente; que será el titular de la institución de seguridad pública; con voz y voto; (…)”

En esa tesitura, al haber sido el actor, el ********** y, por ende, Presidente de la Comisión de Honor y Justicia, era una autoridad y no un miembro o integrante de seguridad pública al que le aplicara el procedimiento que se establece para los policías o personal con carrera policial, y que precisamente corresponde aplicar a la Comisión de Honor y Justicia; por tanto, al ser el demandante quien presidía dicha comisión, no le resulta aplicable el procedimiento de separación ante la misma, pues sería juez y parte en su propio procedimiento. 

Lo anterior es así, pues se trata de un funcionario de confianza cuya designación y remoción de manera directa corresponde al Presidente Municipal, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 70 fracción VI de la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí, en relación con los artículos 52 y 53 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública para el Estado de San Luis Potosí; por lo que puede ser separado de su cargo en cualquier momento, sin que le asista derecho al pago de indemnización y demás prestaciones, pues es claro que no estaba subordinado al órgano denominado ********** del Ayuntamiento de Huehuetlán, S.L.P., puesto que lo encabezaba por haber sido su Titular, ya que la subordinación en materia burocrática es una relación jurídica compuesta por una facultad jurídica del titular en virtud de la cual puede dictar los lineamientos, instrucciones u órdenes que juzgue convenientes para la obtención de los fines del órgano público, y una obligación igualmente jurídica del servidor público de cumplirlos al prestar sus servicios. Ello supone, que la subordinación puede predicarse respecto de todos los servidores públicos, con excepción de los titulares de los órganos.
Además se debe precisar que en razón de lo establecido en el artículo 123 apartado B fracción XIII de la Constitución Federal, los miembros de las instituciones policiales, podrán ser separados de sus cargos si no cumplen con los requisitos que las leyes vigentes señalen para permanecer en dichas instituciones, o removidos por incurrir en responsabilidad en el desempeño de sus funciones y que si la autoridad jurisdiccional resolviere que la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio fue injustificada, el Estado sólo estará obligado a pagar la indemnización y demás prestaciones a que tenga derecho; así como que la Ley del Sistema de Seguridad Pública en el artículo 51, establece que las instituciones de seguridad pública deberán garantizar para su personal, al menos las prestaciones previstas para los trabajadores al servicio del Estado y Municipios; sin embargo, en el caso del aquí actor, no le asiste el derecho al pago de la indemnización y prestaciones citadas, pues como se ha venido señalando, él era el Titular de la ********** del Ayuntamiento de Huehuetlán, S.L.P., y por tanto, frente a su personal era el representante de la Institución Policial y como tal tenía el carácter de autoridad, siendo considerado como jefe de los miembros o integrantes de la institución policial de la cual era titular, elementos para quienes sí aplica el pago a que se refieren las disposiciones legales citadas con antelación. 

Aunado a lo anterior, por la naturaleza de la función que el actor desempeñaba, como titular de la institución de seguridad pública, no cuenta con un derecho de permanencia en el cargo de ********** del Ayuntamiento de Huehuetlán, S.L.P., pues de las normas que regulan la relación administrativa que vincula al Estado y Municipios con los miembros de los cuerpos de seguridad pública respectivos, no se desprende la existencia de un derecho de permanencia o inamovilidad para un cargo de Dirección como el que ostentaba el hoy actor, según se explica a continuación.
El artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en sus párrafos noveno y décimo establece: Que la Seguridad Pública es una función a cargo de la Federación, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios; que las instituciones de seguridad pública serán de carácter civil, disciplinado y profesional; que el Ministerio Público y las instituciones policiales de los tres órdenes de gobierno (Federación, Estados y Municipios) deben coordinarse para cumplir los objetivos de la seguridad pública; y que conformarán el Sistema Nacional de Seguridad Pública, sobre las bases que dicho precepto establece.

De este dispositivo Constitucional, nace la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, como ley reglamentaria del artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de orden público y de observancia obligatoria en todo el territorio nacional, características que establece el artículo 1º de la Ley en cita, mismo que a continuación se transcribe:
“Artículo 1.- La presente Ley es reglamentaria del artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia de Seguridad Pública y tiene por objeto regular la integración, organización y funcionamiento del Sistema Nacional de Seguridad Pública, así como establecer la distribución de competencias y las bases de coordinación entre la Federación, los Estados, el Distrito Federal y los Municipios, en esta materia.
Sus disposiciones son de orden público e interés social y de observancia general en todo el territorio nacional.”

En ese tenor, las disposiciones de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública son aplicables a las instituciones policiales de los tres órdenes de gobierno, y por consiguiente resultan aplicables al caso que nos ocupa, ya que el actor ejerce una acción relacionada a su desempeño como Titular de una institución policial, en concreto, la ********** del Ayuntamiento de Huehuetlán, S.L.P.

En ese sentido, de lo establecido en los artículos 78 y 79 de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, se desprende que los miembros de las instituciones policiales o cuerpos de seguridad pública, tienen derecho a la permanencia en el cargo a virtud del servicio profesional de carrera policial, también llamado servicio policial de carrera o carrera policial, ya que tiene como uno de sus fines garantizar el desarrollo institucional y asegurar la estabilidad en el empleo a los integrantes de las instituciones policiales, preceptos legales en cita que textualmente dicen:

“Artículo 78.- La Carrera Policial es el sistema de carácter obligatorio y permanente, conforme al cual se establecen los lineamientos que definen los procedimientos de reclutamiento, selección, ingreso, formación, certificación, permanencia, evaluación, promoción y reconocimiento; así como la separación o baja del servicio de los integrantes de las Instituciones Policiales.”

“Artículo 79.- Los fines de la Carrera Policial son:
I. Garantizar el desarrollo institucional y asegurar la estabilidad en el empleo, con base en un esquema proporcional y equitativo de remuneraciones y prestaciones para los integrantes de las Instituciones Policiales;
II. Promover la responsabilidad, honradez, diligencia, eficiencia y eficacia en el desempeño de las funciones y en la óptima utilización de los recursos de las Instituciones;
III. Fomentar la vocación de servicio y el sentido de pertenencia mediante la motivación y el establecimiento de un adecuado sistema de promociones que permita satisfacer las expectativas de desarrollo profesional y reconocimiento de los integrantes de las Instituciones Policiales;
IV. Instrumentar e impulsar la capacitación y profesionalización permanente de los Integrantes de las Instituciones Policiales para asegurar la lealtad institucional en la prestación de los servicios, y
V. Los demás que establezcan las disposiciones que deriven de esta Ley.”

Por su parte, los artículos 59 y 60 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, regulan el servicio de carrera para los cuerpos de seguridad pública del Estado de San Luis Potosí; de donde se desprende que los miembros o integrantes de las instituciones de seguridad pública, se encuentran sujetos a un procedimiento para su ingreso, desarrollo, terminación, profesionalización y certificación; así como que, el derecho de permanencia en el cargo es inherente al servicio policial de carrera o servicio profesional de carrera policial. A continuación, se transcriben dichos preceptos legales:

“ARTICULO 59. El servicio de carrera del personal de las instituciones de seguridad pública comprenderá las etapas de: ingreso; desarrollo; terminación; profesionalización; y certificación, conforme a lo siguiente: 

I. El ingreso comprende los requisitos y procedimientos de selección, formación y certificación inicial, así como registro; 

II. El desarrollo comprenderá la profesionalización a través de los procedimientos de formación continua y especializada; de actualización, de evaluación para la permanencia; de evaluación del desempeño, de desarrollo y ascenso; de dotación de estímulos y reconocimientos; de requisitos de permanencia, reingreso y de certificación. De igual forma, deberá prever medidas disciplinarias y sanciones para los miembros del servicio de carrera, y 

III. La terminación comprenderá las causas ordinarias y extraordinarias de separación del servicio, así como los procedimientos y recursos de inconformidad a los que haya lugar, ajustándose a lo establecido por las leyes y disposiciones aplicables. 

El Estado y los ayuntamientos acordarán conforme a las bases establecidas en la presente Ley, el régimen que permita la efectiva operación en la Entidad, del servicio de carrera.”

“ARTICULO 60. El servicio de carrera para el personal de seguridad pública se organizará de conformidad con las bases siguientes: 

I. Tendrá carácter obligatorio y permanente; abarcará los planes, programas, cursos, evaluaciones, exámenes y concursos correspondientes a las diversas etapas que comprende; 

II. Se regirá por los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a los derechos humanos reconocidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Tendrá como objetivo la preparación, competencia, capacidad y superación constante del personal de las áreas de seguridad pública; 

III. El contenido teórico y práctico de los programas de capacitación, actualización, especialización y certificación fomentará que los miembros de las instituciones logren la profesionalización y ejerzan sus atribuciones con base en los principios y objetivos referidos, y promoverán el efectivo aprendizaje y el pleno desarrollo de los conocimientos, habilidades, destrezas y actitudes necesarios para el desempeño del servicio público; 

IV. Contará con un sistema de rotación del personal; 

V. Determinará los perfiles, así como niveles jerárquicos en la estructura y de rangos; 

VI. Contará con procedimientos disciplinarios, sustentados en principios de justicia y con pleno respeto a los derechos humanos; 

VII. Buscará el desarrollo, ascenso y dotación de estímulos con base en el mérito y la eficiencia en el desempeño de sus funciones; 

VIII. Buscará generar el sentido de pertenencia institucional; 

IX. Contendrá las normas para el registro y el reconocimiento de los certificados del personal; 

X. Contendrá las normas para el registro de las incidencias del personal, y 

XI. Los integrantes de las instituciones policiales que hayan alcanzado las edades límite para la permanencia, previstas en las disposiciones que los rijan, podrán ser reubicados a consideración de las instancias, en otras áreas de servicio de las propias instituciones.”

Contrario a lo anterior, de acuerdo con lo ordenado por los artículos 52 y 53 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, los Titulares o Directores de las Instituciones de Seguridad Pública Estatal o Municipal, se considerarán servidores públicos de confianza; serán de libre designación y remoción directa; y los efectos de sus nombramientos, se podrán dar por terminados en cualquier momento. Para mayor ilustración, se trascriben dichos numerales:

“ARTICULO 52. El personal de confianza de las unidades administrativas, incluso sus titulares, y de las dependencias que presten asesoría o servicios en materia operativa, técnica y jurídica, se considerará personal de seguridad pública y será de libre designación y remoción; se sujetarán a las evaluaciones de certificación y control de confianza. Para tal efecto se emitirá el Acuerdo respectivo por el que se determinen dichas unidades administrativas.”

“ARTICULO 53. Todos los servidores públicos de las instituciones de seguridad pública se considerarán trabajadores de confianza, los efectos de su nombramiento se podrán dar por terminados en cualquier momento, de conformidad con las disposiciones aplicables, y en caso de que no acrediten las evaluaciones de control de confianza.”

Por tanto, el derecho de permanencia en el cargo, sólo es aplicable a los miembros o integrantes de las instituciones policiales o de seguridad pública, que realicen la función de policía y, que además, estén sujetos al Servicio Profesional de Carrera Policial o Carrera Policial; lo cual no resulta aplicable a los Directores o Titulares de dichas instituciones, por ser de libre designación y remoción directa, ya que los efectos de sus nombramientos se podrán dar por terminados en cualquier momento.
Corrobora lo anterior, lo dispuesto por el artículo 85 de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, donde se establecen las normas mínimas que rigen la Carrera Policial o Servicio Profesional de Carrera Policial; al respecto se destaca, que en el penúltimo párrafo de tal precepto, se establece que el Servicio Profesional de Carrera Policial o Carrera Policial es independiente de los nombramientos para desempeñar cargos administrativos o directivos; que en ningún caso habrá inamovilidad en esos cargos administrativos o de dirección; y que podrán ser relevados libremente. Precepto legal que a continuación se transcribe:

“Artículo 85.- La Carrera Policial comprende el grado policial, la antigüedad, las insignias, condecoraciones, estímulos y reconocimientos obtenidos, el resultado de los procesos de promoción, así como el registro de las correcciones disciplinarias y sanciones que, en su caso, haya acumulado el integrante. Se regirá por las normas mínimas siguientes: …

“…La Carrera Policial es independiente de los nombramientos para desempeñar cargos administrativos o de dirección que el integrante llegue a desempeñar en las Instituciones Policiales. En ningún caso habrá inamovilidad en los cargos administrativos y de dirección.

“En términos de las disposiciones aplicables, los titulares de las Instituciones Policiales podrán designar a los integrantes en cargos administrativos o de dirección de la estructura orgánica de las instituciones a su cargo; asimismo, podrán relevarlos libremente, respetando su grado policial y derechos inherentes a la Carrera Policial.” 

En ese orden de ideas, si el Servicio Profesional de Carrera Policial o Carrera Policial es lo que otorga el derecho de permanencia en el cargo a los integrantes de los cuerpos de seguridad pública, y la Carrera Policial es independiente de los cargos administrativos y directivos, además de que en ningún caso habrá inamovilidad en estos cargos y los efectos de los nombramientos se podrán dar por terminados en cualquier momento; luego entonces, puede afirmarse que el actor no es titular de un derecho subjetivo público que tutele en su favor la permanencia o inamovilidad en el cargo de ********** del Ayuntamiento de Huehuetlán, S.L.P., al tratarse éste de un cargo directivo, catalogado como de confianza por la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, que no es parte de la Carrera Policial y, por tanto, que no participa del derecho de permanencia que ahí se concede, además de que la inamovilidad en cargos directivos está expresamente prohibida por la propia norma que regula esta materia.

Por consiguiente, en el caso que nos ocupa, el aquí actor, no tiene derecho de permanencia en el cargo que desempeñaba como ********** del Ayuntamiento de Huehuetlán, S.L.P.; razón por lo cual, no le asiste el derecho para exigir la indemnización en caso de ser separado, consistente en el pago de tres meses de salario y veinte días por año de servicio prestado, ni aquéllas otras prestaciones accesorias de la principal, como son los haberes o salarios caídos.

No obstante, respecto a las prestaciones derivadas de la relación administrativa del actor con el H. Ayuntamiento de Huehuetlán, S.L.P., como son Aguinaldo, Vacaciones y Prima Vacacional, a las que tiene derecho de acuerdo a lo establecido en los artículos 123, apartado B, fracciones III y XIV de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 51 párrafo segundo, 57 fracciones VI y XI de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, y numerales 33, 34 y 42 de la Ley de los Trabajadores al Servicio de las Instituciones Públicas del Estado de San Luis Potosí; las mismas deben cubrirse al aquí actor, toda vez que no existe prueba en contrario que desvirtúe su adeudo, de acuerdo con lo ordenado por el artículo 241 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; por lo que, la autoridad demandada deberá finiquitar a favor del actor el pago del Aguinaldo, Vacaciones y Prima Vacacional, correspondientes al año 2017 y la parte proporcional del 1º de enero al ********** en razón de que estas prestaciones se otorgan por año, considerando que al momento de la presentación de la demanda no había prescrito tal derecho, según lo dispuesto en el artículo 112 de la Ley Burocrática Estatal.
Por concepto de vacaciones, el actor reclamó dos periodos anuales de quince días cada uno, sin embargo, no ofreció prueba alguna con la que acreditara que en la Institución Policial de la que formaba parte se otorgaran quince días por cada periodo vacacional; en consecuencia, para el pago de esta prestación deberá estarse a lo dispuesto en los numerales 51 segundo párrafo y 57 fracción VI de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, que establecen que las instituciones de seguridad pública deberán garantizar para su personal, al menos las prestaciones previstas para los trabajadores al servicio del Estado y Municipios, y toda vez que en los artículos 33 y 34 de la Ley Burocrática Estatal, se establecen dos períodos anuales de vacaciones de diez días laborales cada uno, y como prima vacacional el 40% sobre el salario de los días correspondientes a cada período; por lo que se deberá pagar al actor dos periodos de vacaciones de diez días cada uno, correspondientes al año 2017, así como la parte proporcional que corresponda del 1º de enero al ********** más el respectivo 40% de prima vacacional.

Respecto al pago del Aguinaldo, conforme lo dispone el artículo 42 de la Ley Burocrática Estatal en cometo, los trabajadores tendrán derecho a un aguinaldo anual equivalente a cincuenta días de sueldo, que deberá pagarse en la primera quincena de diciembre; de ahí que esta prestación deberá cubrirse al actor conforme a lo indicado en este numeral, esto es, cincuenta días correspondientes al año 2017, y la parte proporcional que corresponda del 1º de enero al **********
Las prestaciones señaladas, deberán calcularse con base en el salario diario de ********** en razón de ser el salario señalado por el actor en su escrito de demanda, no controvertido por la autoridad demandada, por lo que se tiene por cierto tal importe, conforme a lo dispuesto por el artículo 241 segundo párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
En cuanto a las demás prestaciones que dice que lo integraban, no ofreció prueba alguna con la que demostrara haberlas percibido, lo cual era una obligación a su cargo; de ahí que no está demostrado en autos del sumario que le correspondan al aquí actor.
En relación a la prestación extralegal de tiempo extraordinario u horas extras que reclama, resulta improcedente; en razón del cargo que desempeñaba el demandante en la Institución Policial, pues al ser titular de la corporación de seguridad pública, la asignación de su jornada obedece a las necesidades de la función que prestaba y de acuerdo a las exigencias y circunstancias de la misma, por lo que no tiene derecho al pago de esta prestación, ello aunado a que no se encuentra prevista en la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, de ahí que no acreditó en autos que le corresponda su pago, lo cual era una obligación a su cargo demostrar.

Sirven de apoyo los criterios jurisprudenciales y tesis aislada que se transcriben:

Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo Sexto Circuito, Décima Época, Registro: 2009417, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 19, Junio de 2015, Tomo II, Materia(s): Administrativa, Tesis: XVI.1o.A. J/20 (10a.), Página: 1722.

“MIEMBROS DE LAS INSTITUCIONES POLICIALES. NO TIENEN DERECHO AL PAGO DE HORAS EXTRAORDINARIAS NI DE DÍAS DE DESCANSO LEGAL Y OBLIGATORIO, ANTE LA TERMINACIÓN DE LA RELACIÓN ADMINISTRATIVA QUE LOS UNÍA CON EL ESTADO (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE GUANAJUATO).El artículo 8 de la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos al Servicio del Estado y de los Municipios de Guanajuato excluye del régimen de esta ley a los miembros de las policías estatales o municipales, de las fuerzas de seguridad, de las fuerzas de tránsito y a los trabajadores de confianza, pero dispone que tienen derecho a disfrutar de las medidas de protección al salario y a gozar de los beneficios de la seguridad social. Así, esa restricción es acorde con la fracción XIV del apartado B del artículo 123 constitucional, que señala que los trabajadores de confianza gozan de las medidas de protección al salario y de la seguridad social. No obstante tal limitación, los miembros de las instituciones policiales locales y municipales gozan de los derechos derivados de los servicios que prestan, esto es, de la protección al salario, que no puede ser restringida sino, por el contrario, hacerse extensiva a las condiciones laborales de cualquier trabajador, en las que queda incluido el pago de prestaciones tales como el salario ordinario, aguinaldo, quinquenio, entre otras, así como los derechos derivados de su afiliación al régimen de seguridad social, que son medidas protectoras de carácter general, dentro de las cuales se incluyen, entre otros derechos, seguros de enfermedades y maternidad, de riesgos de trabajo, de jubilación, de retiro, por invalidez, servicios de rehabilitación, prestación para adquisición de casa, etcétera. Ello, en el entendido de que las medidas de protección al salario son aquellas que tienden a asegurar que el trabajador perciba efectivamente los salarios devengados en su favor, dado el carácter alimentario de éstos y la relevancia social que, como ingreso del sector más numeroso de la población, tienen, por lo que la protección al salario comprende tanto aquella frente al empleador, para que el trabajador tenga asegurado su pago íntegro, como frente a sus acreedores, consistente en la prohibición de su embargo, salvo que se trate de pensiones alimenticias decretadas por autoridad judicial y contra acreedores del empleador, ante la existencia de un concurso mercantil. En ese contexto, el pago de horas extraordinarias y de días de descanso legal y obligatorio, no se advierte del citado artículo 8, dado que al excluir de la aplicación de esa ley a los elementos de las fuerzas de seguridad pública, pero tutelar las medidas de protección al salario, se asegura que el trabajador perciba efectivamente los salarios devengados a su favor, protegidos de acreedores, de descuentos indebidos por parte del patrón y con preferencia de cobro. Por tanto, no tienen derecho al pago de esos conceptos, ante la terminación de la relación administrativa que los unía con el Estado. …”

Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Segundo Circuito, Novena Época, Registro: 198485, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo V, Junio de 1997, Materia(s): Administrativa, Tesis: II.2o.P.A. J/4, Página: 639.

“PAGO DE TIEMPO EXTRAORDINARIO. IMPROCEDENCIA DEL, A LOS POLICÍAS MUNICIPALES Y JUDICIALES AL SERVICIO DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE MÉXICO Y SUS MUNICIPIOS. Si la relación entre los cuerpos de seguridad y el Estado debe regirse por la Ley de Seguridad Pública del Estado de México, y si el artículo 29 de tal ordenamiento legal no prevé que los miembros de los cuerpos de seguridad pública tengan derecho al pago de tiempo extraordinario, es legal que al no existir fundamento jurídico alguno para la procedencia de dicha prestación deba negarse su pago. Por lo tanto, si de conformidad con lo dispuesto en los artículos 31 y 37 de la Ley de Seguridad Pública del Estado de México, los cuerpos de seguridad tienen una organización militarizada, así como también la obligación de cumplir órdenes de sus superiores y asistir puntualmente a los servicios ordinarios, extraordinarios y comisiones especiales que se les asignen, es inconcuso que, dada la naturaleza del servicio que prestan, no participan de la prestación consistente en tiempo extraordinario, ya que deben prestar el servicio de acuerdo a las exigencias y circunstancias del mismo. De ahí que al no prever la procedencia del pago de tiempo extraordinario a los miembros del cuerpo de seguridad, no implica que tal cuerpo de leyes viole el principio de supremacía constitucional, habida cuenta que es el artículo 123, apartado B, fracción XIII, de la propia Constitución General de la República, el que señala que los cuerpos de seguridad pública se encuentran excluidos de la relación sui generis Estado-empleado. …”
Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Cuarto Circuito, Novena Época, Registro 191161, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Septiembre 2000, Tomo XII, Materia(s): Laboral, Tesis: XIV.2o. 34 L, Página: 818; que dice lo siguiente.

“TIEMPO EXTRAORDINARIO. IMPROCEDENCIA DE SU PAGO A LOS POLICÍAS MUNICIPALES (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE YUCATÁN). La disposición contenida en el artículo 7o. de la Ley de los Trabajadores al Servicio del Estado y Municipios de Yucatán, de que los miembros de las corporaciones municipales desempeñan cargos militarizados, obedece a que constituyen cuerpos de seguridad pública cuyas atribuciones son sustanciales para salvaguardar el orden, estabilidad y protección del Municipio, para cuyo control requiere una rígida disciplina jerárquica, y una asignación de jornadas acordes con las necesidades propias del servicio que se presta, puesto que las funciones encomendadas a los miembros de dichas corporaciones no persiguen ningún fin económico, sino más bien, un objetivo de control y seguridad para la convivencia de los componentes de la sociedad. De donde se sigue que los miembros de un cuerpo de seguridad pública, no pueden exigir un pago de tiempo extraordinario, pues la asignación de una jornada especial obedece a las necesidades inherentes a la función desempeñada, la cual queda debidamente compensada con el disfrute del descanso de las siguientes veinticuatro horas que otorgan inmediatamente después de concluida dicha jornada. …”

En tal virtud, esta Sala determina que la parte actora no acreditó la acción de nulidad intentada, pues no demostró la separación y/o despido injustificado en el cargo de ********** del Ayuntamiento de Huehuetlán, S.L.P., de que se duele; y tampoco acreditó, tener derecho al pago de la indemnización reclamada. 
En ese tenor, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 255 y 256 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, dígase a la autoridad demandada que una vez que cause ejecutoria la presente sentencia, esta Tercera Sala Unitaria la prevendrá por el cumplimiento de lo ordenado en el considerando Séptimo de la misma, o en su caso, la requerirá por su ejecución, apercibida que de no hacerlo, se continuará con la ejecución de la sentencia y, se aplicarán multa, destitución y demás medidas procedentes.
En el entendido de que al informar a esta Sala Unitaria sobre su cumplimiento, deberá acompañar para acreditarlo las copias certificadas de los documentos correspondientes, inclusive las constancias de notificación a la parte actora de lo proveído para su cumplimiento, así como los informes detallados de los cálculos y operaciones realizadas que se tomen en cuenta para determinar los montos susceptibles de pago al actor. 
Por lo expuesto, fundado en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y de los numerales 248, 249 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se,
R E S U E L V E
PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Se declara que el actor no probó la acción intentada en este procedimiento y que constituye el acto reclamado, de acuerdo con las consideraciones, fundamentos y motivos expuestos en los Considerandos Sexto y Séptimo de la presente Sentencia.
TERCERO.- Notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a la autoridad demandada, con copia autorizada de esta resolución.
Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciado Diego Amaro González, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.- 

	Licenciado Diego Amaro González

Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria

	Licenciado Ismael Méndez Hernández

Secretario de Acuerdos de la Tercera Sala Unitaria


Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
